FRAUDE PROCESAL

RADICACIÓN:   6659460000632041300964-01

PROCESADO: ANA DE JESÚS FLÓREZ GUERRERO

DECLARA DESIERTO

A N°010 


SUSTENTACIÓN DE RECURSO/ Deber de exponer los motivos concretos del disenso sobre los cuales se circunscribirá el estudio del juez de segunda instancia
“(…) quien apeló fue el defensor del denunciante, pero cuando se esperaba que iba a refutar los argumentos expuestos por el juez a quo, nada dijo en contra de los fundamentos que soportan la decisión, pues mírese que se limitó a solicitar (…) que `se revise si en efecto se presentó la conducta de fraude procesal al ser ésta el origen de la preclusión adoptada pues con ello se podría dar la razón a su cliente´, sin hacer alusión alguna a los puntos de inconformidad que observó en relación con el proveído cuestionado, con lo cual dio a entender que su propósito era que de parte de esta Corporación se hiciera un `libre estudio integral de lo ocurrido´, sin indicar de manera concreta en que se basa su contrariedad frente a tal providencia.”
Cita: TORRES CALERO, Miguel Ángel. GARCÍA AGUDELO, Ernesto, “Código de Procedimiento Penal”. Segunda Edición, Tomo I, Editora Jurídica Colombiana, 1990.
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                                                                                                                       RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA de decisión PENAL

    Pereira, veintitrés (23) de febrero de dos mil dieciséis (2016)

  ACTA DE APROBACIÓN No 143
  SEGUNDA INSTANCIA

	Fecha y hora de lectura: 
	Febrero 24 de 2016, 10:01 a.m.

	Imputado: 
	Ana de Jesús Flórez Guerrero

	Cédula de ciudadanía:
	25.042.411 de Quinchía (Rda.).

	Delito:
	Fraude Procesal

	Víctima:
	La eficaz y recta impartición de justicia

	Procedencia:
	Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría (Rda.) con funciones de conocimiento

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por el apoderado de víctimas contra el auto proferido en julio 01 de 2015, por medio del cual se precluyó la investigación. SE DECLARA DESIERTO


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes

1.1.- La situación fáctica que originó la investigación de la señora ANA DE JESÚS FLÓREZ GUERRERO fue puesta en conocimiento de la Fiscalía por parte del señor ALFONSO QUINTANA ESTRADA, quien alude que la referida Inspectora de Policía del corregimiento de Irra de Quinchía (Rda.) presentó al ente acusador un informe falso y fraudulento fechado enero 5 de 2012, con el cual indujo en error a la fiscal que ordenó el archivo del trámite que se adelantaba en contra de los miembros de la junta directiva de la Asociación de Usuarios del Acueducto de dicho corregimiento por la conducta de amenazas.

1.2.- La delegada fiscal solicita la preclusión de la investigación, de conformidad con lo reglado en el numeral 3 del artículo 332 C.P.P. -posteriormente lo corrige y expresa que se trata del numeral 4º-, por presentarse una causal de atipicidad del hecho, porque a su juicio la señora ANA DE JESÚS FLÓREZ GUERRERO en su calidad de corregidora de Irra no incurrió en una conducta engañosa pues su intervención se limitó a acatar el despacho comisorio emanado de la Fiscalía 29 Seccional de Quinchía (Rda.), y si bien se dieron algunas inconsistencia al indicar que no se había llevado a cabo la declaración del señor ALFONSO QUINTANA ESTRADA, ello obedeció a un lapsus por cuanto el exhorto fue debidamente diligenciado, de lo cual no hay duda en cuanto a su existencia y cumplimiento. Así mismo que el comportamiento del señor QUINTANA ESTRADA fue corroborado por los testigos entrevistados y los comentarios efectuados por la señora FLÓREZ GUERRERO no son suficientes por sí solos para afirmar que engañó a las autoridades para proferir una sentencia, decisión o acto administrativo ni mucho menos que logró inducir en error a la funcionaria judicial.

1.3.- A su turno, el representante de víctimas expresó que de lo escuchado de la Fiscalía y lo dialogado con el denunciante, es para él imposible pronunciarse a ese respecto porque las circunstancias no se lo permiten, dado que no puede entrar a desaprobar lo esgrimido por el ente acusador porque en verdad existe una ausencia de tipificación de la conducta, y al no existir ésta no hay violación alguna; sin embargo, su prohijado le exhibió unas certificaciones de la EPS donde los médicos dan fe del estado mental en el que se encuentra y en conjunto con una serie de testimonios sobre su comportamiento y conducta, encontraríamos que su cliente pudo formular una denuncia por un fraude procesal que en realidad no está tipificado, aunque sí pudieron existir algunas fallas de la administración al no habérsele prestado la atención y colaboración suficiente, y generar un concepto con el que se prejuzga al señor QUINTANA al manifestar que tiene problemas mentales, lo que los médicos no certifican.

1.4.- El defensor de la indiciada coadyuva la petición de la fiscalía, al no observar el más mínimo asomo de duda en la actuación desplegada por su representada, quien lo que hizo fue cumplir con una orden por medio de un comisorio que lo efectuó en forma clara y lo devolvió a la fiscalía 29 seccional; y además estima que esto no es nuevo porque en el tiempo que labora como defensor público conoce de cantidad de denuncias formuladas por el señor QUINTANA en contra de diversos funcionarios y pide se le dé aplicación al numeral 4º del artículo 332 C.P.P. 
1.5.- Luego de determinar lo pertinente, y de haber manifestado el señor ALFONSO QUINTANA ESTRADA que no autorizaba al abogado para su representación por no ser de la Defensoría Pública y rechazar su intervención, el juez le concede la palabra como denunciante, quien de su confusa exposición que incluso motivó en varias oportunidades la interrupción por parte del funcionario judicial para que éste direccionara su sustentación, se puede extraer como fundamental lo siguiente: (i) no es la persona que hizo ver la fiscal, en tanto no sufre de esquizofrenia, delirios de persecución o paranoia, lo que es completamente falso; (ii) se efectuó un montaje judicial con testigos falsos para precluir la investigación; (iii) la fiscal no valoró todas las pruebas pues le conviene precluir el asunto por tratarse de un montaje; (iv) la señora ANA DE JESÚS FLÓREZ es culpable del delito de fraude procesal por ocultar documentación; (v) en la orden de archivo la fiscal vio el oficio donde dice que no se le recibió la entrevista al señor ALFONSO QUINTANA y pese a que la personera y el asistente de fiscal vieron esa falla, se aguantaron en clara complicidad, y aunque allí se veía que la señora no llevó oportunamente esa diligencia, ahora se le dice que sí está y que no pasó nada; (vi) la señora ANA DE JESÚS en el oficio de 2012 dice cosas ajenas a la realidad e incidió en conducta engañosa por enviar un informe de hechos que no corresponden a la verdad, lo que conlleva un fraude procesal considerado como delito pues lesionó la recta impartición de justicia; (vii) el oficio de enero de 2012 que elaboró la señora ANA DE JESÚS fue realizado con el único fin de provocar un engaño, hacer incurrir en error a la fiscal, y lograr dejar en la impunidad a los autores de los delitos de que fue víctima; (viii) rechaza la solicitud de preclusión y pide se acuse y condene a la señora ANA DE JESÚS FLÓREZ y a sus coautores CARLOS MARIO GUTIÉRREZ y VÍCTOR CADAVID SÁNCHEZ; (ix) los hechos denunciados por él no han sido averiguados de manera seria y la petición de preclusión es producto de la precariedad probatoria por la inercia y el abuso de autoridad en las actuaciones que realizó la fiscal 29; y (x) pide se deniegue la preclusión y se investigue lo denunciado con el fin de garantizar sus derechos a la verdad, justicia, reparación y garantía de no repetición.
1.6.- Una vez analizados los argumentos esgrimidos, el juez de la causa dispuso la preclusión de la actuación al considerar que la conducta endilgada a la señora ANA DE JESÚS FLÓREZ GUERRERO no encuadra en el punible de fraude procesal, pues no se vislumbra de las actividades por ella adelantadas la utilización de un medio fraudulento para hacer incurrir en error al funcionario, ni el propósito de obtener sentencia, resolución o acto administrativo contrario a la ley, en tanto ella no faltó a la verdad y cumplió con la comisión que le fuera ordenada, relativa a escuchar al señor ALFONSO QUINTANA ESTRADA, lo cual hizo y devolvió tal comisorio con un oficio, y aunque en éste se indicó que esa diligencia no se realizó, ello fue un equívoco, por cuanto se anexó tal interrogatorio y la decisión de archivo tomada por la fiscalía no lo fue exclusivamente por ese procedimiento, sino con fundamento en los demás elementos probatorios que se recaudaron en la actuación. Por demás, tampoco observa el despacho un tal montaje como así lo ha referido el denunciante, pues no se ve la intención de la señora ANA DE JESÚS FLÓREZ de ponerse de acuerdo con otros funcionarios para perjudicarlo.

1.7.- Adoptada la decisión, la Fiscalía, la defensa y el representante de la víctima manifestaron estar conformes con la providencia, pero como quiera que en esa oportunidad el juez no le otorgó la palabra al señor ALFONSO QUINTANA ESTRADA para intervenir, éste interpuso acción de tutela cuyo conocimiento correspondió a esta misma Sala, por violación al debido proceso y derecho de contradicción, frente a lo cual la Corporación mediante sentencia de agosto 12 de 2015 tuteló los derechos fundamentales del actor, dejó sin efectos lo decidido por el a quo al declarar legalmente ejecutoriada la providencia de preclusión, y le ordenó programar nueva fecha y hora para continuar la diligencia donde se le concediera el uso de la palabra al señor QUINTANA ESTRADA para que se pronunciara.

El juzgado de primer nivel en acatamiento de lo decidido en sede de tutela, programó fecha para tal actuación y ante ello el señor QUINTANA ESTRADA elevó petición donde pidió su aplazamiento hasta tanto la Corte Suprema de Justicia se manifestara respecto de los demás derechos que no fueron objeto de protección, y a la vez recusó al funcionario para seguir con el conocimiento del caso.

1.8.- El Juez Promiscuo del Circuito por auto de agosto 24 de 2015 accede al aplazamiento de la diligencia, acepta la recusación impetrada y manifiesta su impedimento para adelantar el proceso conforme lo reglado en el numeral 5º. del artículo 56 C.P.P., por lo que remite la actuación al Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría, despacho que mediante decisión de septiembre 2 de 2015 avoca el conocimiento del asunto y ordena dar trámite a la continuación de la audiencia de preclusión. No obstante las solicitudes de aplazamiento del señor QUINTANA ESTRADA, el despacho no las autoriza, aunque por situaciones administrativas hubo de aplazarse la inicial fecha y se fijó nuevamente para enero 13 de 2016.

En esta última oportunidad, la juez dejó constancia en el sentido que el señor ALFONSO QUINTANA ESTRADA no comparece al acto muy a pesar de las varias ocasiones en que fue citado y notificado por el juzgado, máxime que dicha audiencia tiene como único propósito atender la tutela de la Sala Penal que ordenó conceder el uso palabra al mismo al mostrarse en desacuerdo con la preclusión adoptada, pero como inexplicablemente éste no concurrió al acto, consideró procedente otorgar el uso de la palabra al abogado que defiende sus intereses, para que se pronunciara si así lo consideraba pertinente.
2.- Debate

2.1.- El representante de la víctima sustentó el recurso de apelación en los siguientes términos: No obstante la “revocatoria del mandato” (sic) que en audiencia pasada le hizo el señor QUINTANA ESTRADA, y además de encontrar algunas diferencias en relación con los conceptos que él pudo expresar y los suyos en torno a la preclusión, quiere ser solidario con él en el sentido de acompañarlo y solicitarle al Tribunal la revisión de la preclusión para que se sirva pronunciarse al respecto. 
La señora juez con antelación a conceder la palabra a los no recurrentes, le solicitó al togado que se manifestara con respecto a algún punto específico en torno a la apelación, ante lo cual el profesional agrega que su deseo es que el Tribunal revise si en realidad hubo algún asomo de fraude procesal en el caso que se inició contra la señora ANA FLÓREZ, pues ese fue el origen de esta preclusión y la claridad que pueda encontrar la Corporación podría dar razón a su representado.
2.2.- A su turno la fiscal, como no recurrente, solicita se confirme la  decisión emitida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía (Rda.) al acceder a la preclusión por cuanto la señora ANA FLÓREZ no ha incurrido en la conducta engañosa que indica el señor QUINTANA ESTRADA y que calificó como fraude procesal. Recaba que la Fiscalía al sustentar la preclusión hizo un relato de los hechos y especificó con qué elementos materiales contaba para pedirla, además de analizar el comportamiento que describe el denunciante, el que no encuadra en los hechos relatados y como quiera que las probanzas siguen siendo las mismas, sin existir nuevas para variar su pedimento y menos la providencia de instancia, reitera los argumentos planteados en esa oportunidad.

2.3.- El defensor de la indiciada, también como no recurrente, coadyuva la petición de la Fiscalía y expresa que no hay el más mínimo asomo que su defendida haya trasgredido norma penal y mucho menos cometido un fraude, pues no se notó la intención de perjudicar a la presunta víctima. Deja constancia que hay un delirio de persecución de este señor en contra de su representada, y ello ha conllevado, sin razón, a múltiples investigaciones penales y administrativas. Solicita en consecuencia la confirmación de la determinación adoptada por el juzgado de primer grado.

2.4.- Luego de las referidas exposiciones la a quo indica que es contradictoria la postura del señor ALFONSO QUINTANA quien funge como  víctima porque no asiste a la audiencia que precisamente fue reclamada en acción de tutela ante el Tribunal Superior, pues en varias oportunidades se aplazó por solicitud expresa del mismo sin que en la fecha comparezca pese a ser el interesado en este recurso, y aunque el abogado que lo defiende dejó claro que no tenía interés directo en la apelación al encontrar la decisión ajustada a derecho, en uso de la facultad de defender los derechos de su prohijado reclama del Tribunal la revisión de la preclusión, por lo que en aras de respetar el derecho de contradicción y de defensa, por cuanto esta persona ha pedido atención a unas situaciones que enfrenta y donde han sido varias las investigaciones presentadas porque él dice que no se le escucha por la judicatura, el citado despacho considera procedente con fundamento en ello conceder el recurso de apelación en el efecto suspensivo.  
Se agrega por la funcionaria a quo, que en la carpeta no hay constancia que el abogado de víctimas hubiera renunciado o hubiera sido relevado por un defensor público, y si bien el quejoso manifestó inconformidad con su defensa, a la fecha no ha comparecido con un abogado de confianza, ni otro sujeto procesal de la Defensoría Pública, a consecuencia de lo cual era prudente oír al abogado que lo asistió para garantizar la defensa técnica.
3.- Para resolver, se considera

De la situación fáctica mencionada con antelación, se aprecia que ante la decisión de preclusión que en su momento adoptó el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía (Rda.), esta Corporación dispuso por medio de acción constitucional que se escuchara la intervención de la víctima quien se había mostrado inconforme con esa determinación. No obstante, cuando se reanudó el acto ante el Juzgado Penal del Circuito de Belén de Umbría (Rda.) con tal finalidad, la titular del despacho dejó constancia de la no comparecencia del señor ALFONSO QUINTANA ESTRADA muy a pesar de las continuas citaciones que se le hicieron, a consecuencia de lo cual le concedió el uso de la palabra al profesional del derecho que lo representa, quien procedió a sustentar el recurso de apelación frente a la providencia que resultó adversa a los intereses de su prohijado.

Lamentablemente, la Sala se ve forzada a sostener que el recurso debe declararse desierto en cuanto la sustentación ofrecida ante la primera instancia no colma las exigencias requeridas.

Como es sabido, para el surgimiento de la competencia funcional en segunda instancia, es indispensable: la interposición oportuna del recurso de apelación en forma principal o subsidiaria, que la impugnación sea interpuesta por un sujeto procesal habilitado para el efecto, y que la providencia contra la cual se interpone admita esa clase de impugnación; pero además, que la parte inconforme presente ADECUADA SUSTENTACIÓN que dé al superior las bases suficientes para confrontar su posición con la asumida por el inferior, porque se trata de la oportunidad única en que debe dar a conocer al ad quem los elementos de juicio en que se funda la censura.

No se trata de una requisitoria meramente formal, sino de la razón de ser del principio de la doble instancia, por cuanto no se puede pretender el examen de una decisión judicial que se presume ajustada a derecho, sin exponer los motivos que se tienen para el disenso.

A partir de la Ley 2ª de 1984 se introdujo como exigencia legal la sustentación del recurso, y conforme a ese dispositivo doctrina y jurisprudencia han coincidido en moldear sus límites, para cuyo efecto se ha decantado lo siguiente:

“Sustentar un recurso no significa lanzar apreciaciones de carácter general o ecuménicas, o calificaciones abstractas o vagas, o meramente corticales. No, el escrito de apelación para que merezca el nombre de tal, debe contener la pertinente crítica jurídica o probatoria mediante los correspondientes juicios de valor y los atinentes predicados axiológicos y conceptuales, de tal manera que a los planteamientos del proveído protestado se opongan razonamientos de similar peso; a sus inferencias y reflexiones otros tantos juicios combatan, contradigan o refuten el discurso dialéctico contenido en la respectiva providencia judicial. Sólo así cabe entender la naturaleza y finalidad del recurso de apelación”
 

Significa entonces, que no suplen el requisito de la sustentación expresiones abstractas que por su imprecisión y vaguedad no expresan ni siquiera implícitamente las razones o motivos del disenso. 
En el caso concreto, como se indicó, quien apeló fue el defensor del denunciante, pero cuando se esperaba que iba a refutar los argumentos expuestos por el juez a quo, nada dijo en contra de los fundamentos que soportan la decisión, pues mírese que se limitó a solicitar -previo requerimiento de la señora juez al respecto- que “se revise si en efecto se presentó la conducta de fraude procesal al ser ésta el origen de la preclusión adoptada pues con ello se podría dar la razón a su cliente”,  sin hacer alusión alguna a los puntos de inconformidad que observó en relación con el proveído cuestionado, con lo cual dio a entender que su propósito era que de parte de esta Corporación se hiciera un “libre estudio integral de lo ocurrido”, sin indicar de manera concreta en que se basa su contrariedad frente a tal providencia.
Dada esa particular manera de sustentar el recurso, no se halla por parte de la Sala forma de emitir un pronunciamiento de fondo en el presente asunto, porque de la alzada no se extraen razonamientos acerca de los cuales pueda surgir una confrontación o controversia efectiva con los términos en que fue despachada la decisión por parte del a quo que resultó adversa a los intereses del señor QUINTANA ESTRADA. 

No puede pasar por el alto esta Corporación que de conformidad con lo dispuesto en la acción de tutela que conoció quien ahora funge como ponente, se debía dar la oportunidad a la víctima, esto es, al señor ALFONSO QUINTANA ESTRADA para que expusiera los argumentos respecto a la preclusión, máxime que como se avizoró en ese diligenciamiento la postura de quien allí lo representó estuvo en contravía de lo que pretendía, por lo que ahora no se entiende la posición asumida por el quejoso de negarse a asistir para sustentar el recurso que reclamó insistentemente, muy a pesar que según lo refirió la juez a quo fueron diversas las citaciones que se le enviaron, pero aun así se mostró reacio a comparecer a dicha audiencia.

Y frente a tan palmaria situación, lo que observa la Sala es que el abogado del señor QUINTANA ESTRADA, quien ya había soportado su inicial posición ante la preclusión adoptada a favor de la señora ANA DE JESÚS FLÓREZ GUERRERO, en el sentido de no mostrar inconformidad alguna -como así se desprende de los registros de audio de la actuación-, se vio en la imperiosa necesidad de tratar de sustentar un recurso con el cual no estaba de acuerdo, y el resultado obtenido es evidente, en cuanto no se atina por parte del mismo a enunciar alguna interpretación jurídica que diera pie al Tribunal para ir en contravía de lo concluido por el juzgado de conocimiento, con miras a considerar que en efecto la conducta endilgada a la señora FLÓREZ GUERRERO tuvo ocurrencia. Siendo así, lo esperado procesalmente era que la carga argumentativa corriera por cuenta del señor QUINTANA ESTRADA, quien como ya se indicó no quiso comparecer al acto público. 
En síntesis, ese vacío sustancial impide a la Corporación cumplir con el deber de elegir entre dos tesis contrapuestas, porque aquí solo existe una: la propuesta por el funcionario de primer grado. 
Así las cosas, la Sala está en el deber de declarar desierto el recurso. 
3.- DECISIÓN 

De conformidad con lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, DECLARA DESIERTO el recurso de apelación que fuera formulado por el togado que representa los intereses del señor ALFONSO QUINTANA ESTRADA; y, en consecuencia SE ABSTIENE de desatar el recurso interpuesto.

Esta providencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de reposición que de interponerse debe hacerse dentro del presente acto público y en forma oral.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

 La Secretaria de la Sala,
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� TORRES CALERO, Miguel Angel. GARCÍA AGUDELO, Ernesto, Código de Procedimiento Penal. Segunda Edición, 1990, Tomo I, Editora Jurídica Colombiana, pg. 423.
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